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Resumen

La escasez hídrica que vive el país, y la consecuente 

presión a sus fuentes continentales de agua, ha resultado 

en la consolidación de la desalinización de agua de 

mar como estrategia principal del Estado chileno para 

abastecer con agua potable a poblaciones costeras en 

zonas áridas. A pesar de la creciente expansión de esta 

tecnología, todavía no se han estudiado las implicancias 

sociales de la distribución de agua desalinizada en 

ciudades chilenas para consumo humano. En este trabajo 

cubrimos este vacío analizando el caso de Antofagasta, 

ciudad que se abastece tanto por fuentes cordilleranas 

como por agua desalinizada, proveniente de la mayor 

planta desalinizadora para consumo humano en América 

Latina. Para nuestro análisis usamos el marco teórico 

de justicia hídrica, el cual operacionalizamos a partir 

de las dimensiones de reconocimiento, participación, 

y distribución. Nuestros resultados, basados en una 

encuesta aplicada a 1.150 hogares antofagastinos, revelan 

que existen injusticias en las 3 dimensiones analizadas, 

que se asocian tanto a dinámicas regionales, las cuales 

resultan en la privación de la ciudad de sus fuentes 

cordilleranas, como domésticas, que demuestran que 

los habitantes de Antofagasta viven distintas realidades 

hídricas según la fuente del agua que reciben y su nivel 

socioeconómico.

Palabras clave: justicia hídrica urbana, desalinización, 

consumo doméstico

Abstract

The increasing water shortages along Chile, and the 

consequent pressure on the country’s continental 

water sources, has resulted in the consolidation of 

seawater desalination as the  Chilean State’s main 

strategy for supplying drinking water to coastal popu-

lations in arid areas. Despite the growing expansion 

of this technology, the social implications of desali-

nated water distribution for human consumption in 

Chilean cities  have not yet been studied. In this work 

we fill this gap by analyzing the case of Antofagasta, 

a city that is supplied both by mountain sources and 

by desalinated water from the largest desalination 

plant for human consumption in Latin America. For 

our analysis we use the theoretical framework of wa-

ter justice, which we operationalize through the di-

mensions of recognition, participation, and distribu-

tion. Based on a survey applied on 1,150 households, 

our results reveal that there are injustices in all 3 di-

mensions analyzed, associated with both regional dy-

namics, which result in the city of Antofagasta being 

deprived of its mountain sources, and domestic dyna-

mics, which show that Antofagasta’s inhabitants live 

different water realities according to the water sour-

ce they receive and their socioeconomic level.

Keywords: urban water justice, desalination, house-

hold consumption
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Introducción

En 2016, el Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo (PNUD) definió los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible que buscan la eliminación 

de la pobreza mundial y abordar otros problemas 

globales urgentes (PNUD, 2016). El sexto de estos 

objetivos se refiere al acceso al agua limpia, 

resaltando su importancia para la salud pública, 

la calidad de vida y el bienestar de las personas en 

ámbitos rurales y urbanos. Este objetivo resulta 

crucial por la creciente escasez hídrica mundial, 

y por la dificultad de los gobiernos estatales, 

regionales y locales para satisfacer la creciente 

demanda de agua potable limpia y asequible. 

Por otra parte, desde 1990, el Estado Chileno 

ha implementado acciones para proveer agua po-

table a la población, de manera tal que en 2018, la 

cobertura de agua potable en las áreas de conce-

sión de las sanitarias era del 99,93% (SISS, 2020). 

Entre las acciones realizadas, destaca la instala-

ción de plantas desalinizadoras de agua de mar 

para producir agua potable destinada a consumo 

humano. En 2017, existían 8 plantas de este tipo 

(DGA, 2017), instaladas en las zonas centro y norte 

del país que tienen condiciones de escasez hídrica 

permanente. A mediano plazo, políticas como el 

Plan Nacional para la Sequía y el Plan de Mitiga-

ción del Cambio Climático proponen la construc-

ción de hasta siete nuevas plantas entre Arica y 

Valparaíso (Gobierno de Chile, 2015; Ministerio de 

Medio Ambiente, 2017).

A pesar del creciente abastecimiento con 

agua de mar desalinizada, la norma vigente de 

calidad de agua potable (NCh409) sigue sin distin-

guir esta fuente hídrica ni reconoce la  eventual 

diferencia de calidad frente a las fuentes de agua 

dulce continentales. Tampoco se han incorporado 

los resultados de algunas investigaciones que, si 

bien no son numerosas, ofrecen conclusiones in-

teresantes sobre el consumo de agua desaliniza-

da a nivel doméstico y su aceptación por parte de 

la población,  (Fragkou & McEvoy, 2016). Todo ello 

evidencia la poca preocupación institucional con 

respecto a la satisfacción de los usuarios domésti-

cos con la provisión de agua potable desalinizada 

y sus posibles efectos en su calidad de vida y prác-

ticas cotidianas. 

Por otra parte, a nivel global hay investiga-

ciones que analizan las diferencias existentes en 

la red de abastecimiento de agua potable de uso 

doméstico, considerando diversas prácticas de 

uso, y la percepción de su calidad por nivel socioe-

conómico, género, raza y las fuentes del agua (Ha-

rris et al., 2017). En este contexto, se ha propuesto 

el concepto de justicia hídrica (Sultana, 2018) para 

abordar las complejidades asociadas al tema, 

un concepto que, va más allá del simple acceso 

al agua potable. Dicho concepto se ha utilizado 

para analizar desigualdades respecto al acceso al 

agua y la acumulación de su propiedad por parte 

de grupos económicamente poderosos. La justicia 

hídrica, además, involucra tres dimensiones com-

plejas e interrelacionadas que emergen desde la 

perspectiva de la justicia ambiental: distribución, 

participación y reconocimiento (Schlosberg, 2004; 

Zwarteveen & Boelens, 2014). 

En el contexto chileno, destaca el caso de An-

tofagasta, ciudad localizada en una zona de extre-

ma aridez y que compite por el uso del agua con 

una importante actividad económica nacional, la 
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gran minería, que demanda importantes volúme-

nes de agua dulce para sus procesos productivos. 

La demanda de agua para la minería explica que, 

desde la década de 1990 la empresa sanitaria de 

Antofagasta ha vendido a empresas mineras can-

tidades crecientes de agua cruda proveniente de 

la cordillera andina, la fuente histórica de agua 

para la ciudad. A su vez, se ha buscado abastecer 

a Antofagasta con agua de mar tratada por la ma-

yor planta desalinizadora de América Latina, in-

augurada en 2003 (Fragkou 2018; BID 2003). Según 

la empresa sanitaria, Aguas Antofagasta, el abas-

tecimiento de la ciudad con agua desalinizada 

se promovió como una solución para garantizar 

el desarrollo urbano de la ciudad y para eliminar 

los problemas crónicos de salud asociados al alto 

contenido de arsénico de las fuentes cordilleranas 

(Martín y Sánchez, 2002). Actualmente se identifi-

ca una división de la ciudad en tres zonas desde 

el punto de vista del agua potable que reciben: la 

que se abastece de agua desalinizada, la abaste-

cida con agua de cordillera, y la abastecida por 

una mezcla de ellas. Se espera que, prontamente, 

Antofagasta sea abastecida totalmente con agua 

desalinizada.

En este artículo evaluamos las dimensiones 

de la justicia hídrica para Antofagasta, conside-

rando sus fuentes hídricas, los usos cotidianos, las 

prácticas de consumo, y la percepción de la cali-

dad del agua potable. Para ello, utilizamos infor-

mación secundaria proveniente de informes técni-

cos y estadísticas oficiales, e información primaria 

proveniente de entrevistas a funcionarios de la 

SISS, empleados de la empresa sanitaria Aguas An-

tofagasta, y representantes de juntas vecinales de 

la ciudad, además de 1.150 encuestas sobre la per-

cepción de calidad del agua potable y las prácticas 

cotidianas en relación al uso del agua, realizadas 

en la ciudad entre julio y septiembre de 2016. Ellas 

se realizaron para evidenciar la aparente incon-

gruencia entre la mala percepción de los consumi-

dores sobre el agua potable (mal sabor y recelo a 

su consumo) y el cumplimiento de la norma de ca-

lidad de esta, establecida por el marco legal y fis-

calizador chileno acerca del agua potable. Nuestro 

argumento es que la conexión de los ciudadanos 

a una red de abastecimiento de agua potable y el 

cumplimiento de la norma de calidad no garanti-

zan justicia y bienestar para los consumidores, lo 

que se expresa en las tres dimensiones de la des-

igualdad. Así, la invisibilización de las fuentes de 

agua por parte de la norma, del deficiente diálogo 

con los usuarios y la homogeneización de la pobla-

ción, sin reconocer su diversidad social y demográ-

fica, causan injusticias hídricas, a pesar de que las 

personas estén conectadas a la red.

Para ello, en la primera parte de este artículo, 

presentamos y reflexionamos sobre los conceptos 

teóricos de la justicia hídrica. En la segunda par-

te analizamos la realidad de Antofagasta en la 

dimensión de distribución, la más abordada en es-

tudios previos. En la tercera parte ahondamos en 

las dimensiones de participación y reconocimien-

to, rescatando valiosos hallazgos provenientes de 

las entrevistas y encuestas a la comunidad. En el 

último apartado, presentamos las conclusiones, 

reflexiones finales y las proyecciones que emergen 

del análisis.

La Justicia Hídrica: más allá del simple 

acceso al agua potable

La Justicia Hídrica surge como concepto y como 

campo de estudio crítico ante el incremento de 

conflictos asociados a la propiedad, gestión, 

y abastecimiento del agua, especialmente en 

regiones del mundo donde el extractivismo, la 

explotación y exportación masiva de materias 

primas tales como minerales, petróleo y gas ha 

sido el modelo productivo imperante (Bebbington, 

2015). La Justicia Hídrica aborda los procesos 

de acumulación y despojo de recursos hídricos 

en los territorios desde la mirada de la equidad 

y justicia social, y busca revelar los intereses 

y estructuras de poder detrás del agua en los 

sistemas socioeconómicos, a distintas escalas y 

contextos. Este campo de investigación emerge de 

los estudios realizados por la Alianza por la Justicia 

Hídrica (Boelens, Cremers y Zwarteveen, 2011) que 
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ha centrado sus análisis en la región de los Andes; 

un espacio geográfico de marcada aridez, con 

una fuerte presencia de comunidades indígenas 

y campesinas, y una predominante actividad 

minera. En estas zonas, se han analizado, por 

un lado, los intereses, discursos y estrategias de 

acumulación y acaparamiento de los derechos de 

agua por parte de los actores poderosos; y por el 

otro, las luchas de los desposeídos para recuperar 

sus aguas y para que sus significados sobre el 

agua dejen de ser ignorados y no reconocidos. Con 

esta perspectiva, Boelens, Cremers y Zwarteveen 

(2011) señalan que las comunidades critican las 

legislaciones y las políticas que no reconocen sus 

prácticas culturales en relación con la distribución 

del agua y que vulneran su derecho a sostenerse. 

Los fundamentos  teórico-epistemológicos 

de la Justicia Hídrica se basan en la ecología po-

lítica, que promueve una postura crítica ante las 

decisiones sobre la gestión de recursos basadas 

exclusivamente en criterios científicos y cuantita-

tivos, a la vez que cuestiona los procesos de gene-

ración de conocimiento, buscando la inclusión de 

los saberes locales en la toma de decisiones con 

respecto a la gestión de los recursos naturales. En 

este contexto, la perspectiva de la Justicia Hídrica 

comprende que el agua tiene significados disími-

les para distintos grupos (étnicos, culturales, eco-

nómicos, etc.), y que estos influyen en las visiones 

de los actores sociales de cómo debe organizarse 

el uso y la gobernanza del agua (Budds y Hinojosa, 

2012). Como consecuencia de lo anterior, la Justicia 

Hídrica implica la superación del binomio socie-

dad-naturaleza y los integra en un único sistema  

que se organiza y rehace mutuamente (Linton y 

Budds, 2014). Así, la Justicia Hídrica percibe y estu-

dia el agua no como un simple compuesto químico 

objetivo (Linton, 2014), sino que como un híbrido 

socio-natural complejo, contencioso y finalmente 

político, que conlleva significados materiales, dis-

cursivos y simbólicos, los cuales son distintos para 

los diversos grupos sociales, y afectan las prácti-

cas de ellos con el recurso (Swyngedouw, 2004; 

Isch, 2012). 

El mayor desafío, teórico y práctico, de la Jus-

ticia Hídrica es (re)definir qué es lo “justo” en mate-

ria de gestión, distribución y acceso al agua entre 

los distintos grupos sociales (Isch López, 2012). En 

este contexto, se han analizado leyes y normativas 

relacionadas con la propiedad y el uso del agua 

más allá de lo meramente descriptivo, indagan-

do cómo han surgido y se han conformado dichos 

cuerpos normativos, y cómo reflejan las percepcio-

nes dominantes tanto del agua como de la justicia 

en un sistema sociopolítico y cultural específico. 

Analizar los marcos normativos, específicamente 

aquellos de tipo neoliberal extractivista, ha per-

mitido identificar los procesos del despojo hídrico 

de comunidades menos empoderadas y la acumu-

lación del agua por parte de sectores económicos 

poderosos con el firme apoyo de los estados (Sosa 

y Zwarteween, 2012). Es en este contexto que se 

busca superar las conceptualizaciones tradicio-

nales, y específicamente neoliberales del concep-

to de justicia, que basados en los postulados de 

Hayek y Friedman , promueven una supuesta neu-

tralidad y directa asociación con las libertades in-

dividuales y la defensa absoluta de la propiedad 

privada transable en el mercado (Zwarteveen and 

Boelens, 2014). En esta justicia neoliberal los indi-

viduos, iguales ante la ley,  prosperan según sus 

esfuerzos, voluntad y capacidades, independiente 

de su clase, género, u origen étnico, pero al mismo 

tiempo se invisibilizan las particularidades de cier-

tos grupos y no se reconocen sus vulnerabilidades.

En este marco, Zwarteveen y Boelens (2014) 

plantean la necesidad de reconocer las dimensio-

nes económicas, materiales, culturales y políticas 

en torno a la justicia.  Esta desagregación de la jus-

ticia llevará a superar su percepción homogénea y 

uniforme, que se aplica a todos, y se enfoca a “cómo 

las injusticias son experimentadas” (Zwarteveen y 

Boelens, 2014). Complementariamente, los deba-

tes teóricos de Justicia Hídrica surgidos acerca 

de la conceptualización y construcción social de 

lo entendido como “justo” se nutren de los avan-

ces conceptuales de la Justicia Ambiental. En este 

sentido, se reconoce que el concepto de  justicia, 
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tiene una dimensión relativa y se reconoce como 

un constructo cultural y político que se influencia 

por las circunstancias coyunturales históricas y 

geográficas de cada momento, y que actualmente 

sirve a los intereses de las clases dominantes. Por 

ello, redefinir críticamente el concepto implica en-

tender los discursos y lenguajes establecidos con 

respecto al agua, a fin de llegar a su repolitización 

y contextualización (Boelens, Cremers y Zwarte-

veen, 2011).

En términos operativos, en este trabajo anali-

zaremos el concepto de Justicia hídrica desde tres 

dimensiones interrelacionadas, y establecidas en 

la literatura de la justicia ambiental (Schlosberg 

2004). La primera corresponde a la distribución, la 

que se refiere a la inequidad en el acceso (incluyen-

do fuentes de agua, conexión e infraestructura) al 

agua potable de calidad, que usualmente afecta a 

los grupos menos favorecidos (Boelens, Cremers y 

Zwarteveen, 2011). La segunda dimensión, de par-

ticipación, se refiere a los diferentes mecanismos 

de intervención de las comunidades en la toma de 

decisiones referidas al acceso, manejo  y adminis-

tración del recurso (Schoslberg, 2004). Finalmente, 

la dimensión de reconocimiento se refiere a la in-

visibilización de personas o comunidades que se 

relacionan diferenciadamente con los recursos, 

por lo que se afectan sus experiencias y formas 

de vida (Scholsberg, 2004: 526). Mediante el análi-

sis de estas tres dimensiones, a continuación, pre-

sentamos los principales hallazgos referidos a la 

injusticia hídrica que se manifiesta en la ciudad de 

Antofagasta.

infraestructura necesaria para el acceso y uso 

del agua, y la distribución cuantitativa del mismo 

recurso, que causan  conflictos y despojos hídricos 

en comunidades rurales e indígenas (Boelens, 

Cremers y Zwarteveen, 2011). Por lo tanto, la 

escala urbana ha sido poco abordada dentro de 

la literatura de justicia hídrica, pues se asume 

que el acceso urbano al agua estaría garantizado 

por empresas sanitarias, públicas o privadas. 

Cuando la ecología política urbana ha analizado 

la injusticia hídrica distributiva se ha enfocado en 

la exclusión de sectores periféricos e informales al 

sistema de abastecimiento hídrico formal urbano 

en ciudades del Sur global (Castán Broto et al. 2012). 

En Antofagasta hay una primera injusticia hí-

drica evidente entre los hogares que están conec-

tados a la red de abastecimiento hídrico de Aguas 

Antofagasta, y los sectores de tomas y campamen-

tos a los que se les priva del acceso formal a servi-

cios básicos como agua, alcantarillado y electrici-

dad. Reconociendo esta patente injusticia, en este 

artículo nos enfocamos en las injusticias menos 

notorias, en base a la fuente del agua distribuida, 

es decir, la injusticia que existe entre los hogares 

que sí están abastecidos por Aguas Antofagasta.

A primera vista, el acceso a la red de distribu-

ción de agua entre los clientes de la sanitaria pa-

rece homogéneo, puesto que la totalidad de ellos 

tienen acceso a la red de agua potable y de alcan-

tarillado (SISS, 2018). Además, los hogares pertene-

cientes a las clases más bajas reciben un subsidio 

de consumo, igualando el acceso al agua en tér-

minos económicos. Sin embargo, se observa que 

la red distribuye agua de distintas fuentes y tra-

tamientos; agua del mar desalinizada en la planta 

La Chimba y agua fresca de la cordillera potabili-

zada en la planta de filtros en Salar del Carmen. 

Desde el 2003, año de construcción de la planta La 

Chimba, al norte de Antofagasta, el agua desalini-

zada ha ido sustituyendo el agua fresca, desde el 

norte hacia el sur de la ciudad y se espera que al 

corto plazo la ciudad sea abastecida totalmente 

de agua desalinizada. Sin embargo, en este periodo 

de transición se han generado 3 zonas hídricas: una 

Justicia distributiva: urbanización y minería 

en el desierto de Atacama

La distribución es la dimensión de análisis de 

justicia más conocida y trabajada, dado que 

se trata manifestación socioterritorial más 

tangible de la desigualdad, en contraste con las 

invisibilizadas dimensiones de participación y 

reconocimiento, que se refieren a las causas de 

la injusticia. Desde la justicia hídrica se estudia 

la desigual distribución de la tecnología e 
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en el norte, cercano a la planta, donde se distribuye 

agua desalinizada; otra en el sur-sureste, de agua 

de cordillera; y una tercera, paralela a la anterior, 

que cubre el centro de la ciudad y donde se distribu-

ye una mezcla de ambas fuentes (Figura 1). 

La diferencia en las fuentes de agua distribui-

da tampoco tiene implicaciones evidentes en tér-

minos de injusticia hídrica distributiva, ya que no 

se detecta una asociación entre los grupos socioe-

conómicos que habitan cada zona hídrica y el tipo 

de agua que ellos reciben. Sin embargo, conside-

rando las condiciones urbanas de Antofagasta, las 

distintas fuentes de agua agudizan ciertas dife-

rencias socioambientales entre: el verde Sur de ca-

sonas con jardines y piscinas, que es de los últimos 

sectores que recibe todavía agua cordillerana; el 

recién desarrollado Norte de barrios pobres y con-

dominios masivos para la clase media, que recibe 

agua desalinizada, y el ruidoso y contaminado 

centro, que abraza el puerto industrial y se divide 

por el tren de carga de cobre, donde se distribuye 

el agua que es mezcla de las dos fuentes. Si bien la 

diferencia de la percepción de calidad de agua en-

tre estas tres zonas, como se verá posteriormente, 

no es estadísticamente relevante, nuestras obser-

vaciones, conversaciones y entrevistas en terreno 

apoyan inicialmente que el agua cordillerana se-

ría la mejor evaluada por los consumidores, segui-

da por la desalinizada y la mezcla.

A pesar de que nuestros resultados a nivel ur-

bano muestran que las injusticias por distribución 

no son tan severas, al cambiar la escala de análi-

sis a nivel regional, se evidencia una situación di-

ferente. Según el BID (2003), la desalinización se 

adoptó como estrategia para el abastecimiento de 

las comunidades urbanas costeras, para permitir 

a la empresa sanitaria regional vender su exceden-

te de agua de cordillera a las mineras ubicadas en 

la zona andina; práctica que la sanitaria adopta 

desde cuando era la empresa pública ESSAN (Fra-

gkou y Budds, 2020). Este arreglo hídrico regional 

permitió la sustitución del agua cordillerana por 

agua desalinizada del océano para el abasteci-

miento de la ciudad de Antofagasta pero no resol-

vió el tema preexistente de mala calidad de agua 

asociada a la alta concentración de Arsénico en 

las fuentes cordilleranas. Además, todo se hizo sin 

consultar a los usuarios urbanos que, en una pro-

porción significativa rechazan el agua desaliniza-

da por causar malestares físicos y porque perciben 

negativamente sus características organolépticas: 

la injusticia hídrica entonces se manifiesta marca-

damente entre la minería y el uso residencial urba-

no. En lo que sigue veremos cómo las dimensiones 

de reconocimiento y participación permiten ver 

por qué esto es una situación injusta.

Reconocimiento y participación; las causas 

invisibles de la injusticia hídrica

Los planteamientos teóricos sobre la injusticia 

ambiental definen que el reconocimiento y la 

participación son condiciones previas para 

garantizar un sistema distributivo justo.  Esto 

significa que si no es reconocida la presencia y las 

particularidades de las  comunidades oprimidas 

y marginalizadas, no se puede garantizar su 

participación efectiva en los procesos de  toma 

de decisiones ambientales, y por ende asegurar 

una justa distribución de agua. Los análisis 

de esta dos dimensiones desde el campo de la 

justicia hídrica se han enfocado en cómo la falta 

de reconocimiento, y consecuente participación, 

conlleva la pérdida de cosmovisiones y modos de 

vidas de pueblos originarios en sectores rurales-

campesinos (Boelens et al., 2012; Scholsberg, 2004), 

excluyendo nuevamente el ámbito urbano. 

Bajo el desafío de reconocer las manifestacio-

nes de la injusticia hídrica en la ciudad de Antofa-

gasta, encontramos 3 expresiones en que la falta 

de reconocimiento afecta a la población. La pri-

mera, es la ausencia del agua de mar desalinizada 

de la Norma Chilena de calidad de agua potable 

NCH409/1 (INN, 2005), que considera sólo fuentes 

continentales de agua, superficiales y subterrá-

neas. La legislación no reconoce la necesidad de 

definir parámetros y umbrales de calidad para el 

consumo humano de agua del mar desalinizada en 

una normativa específica. Esto es necesario, dada 
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la composición particular del agua del océano, tal 

como señala la Organización Mundial de la Salud 

(OMS, 2011), con el fin de proteger la salud y prefe-

rencias de consumo de la población consumidora. 

La segunda expresión de la injusticia hídrica 

por falta de reconocimiento se asocia al limita-

do mecanismo de participación de los clientes 

de Aguas Antofagasta en la gestión del recurso. 

Actualmente existe una encuesta anual homogé-

nea y estandarizada de satisfacción al cliente que 

realiza la Superintendencia de Servicios Sanitarios 

(SISS), que tiene por objetivo “velar por la calidad 

de atención a los Clientes y en prestación de los 

servicios de Agua Potable y Alcantarillado que 

los concesionarios entregan a sus clientes” (SISS, 

2016:4).  Esta encuesta revela tres debilidades en 

términos de injusticia hídrica por reconocimiento 

y participación de la población. Primero, el mues-

treo de los encuestados se realiza considerando 

toda la ciudad como universo, no reconociendo las 

distintas fuentes de agua distribuidas, ignorando 

esta característica a la hora de selección de ho-

gares encuestados, y los posibles problemas aso-

ciados al tratamiento, abastecimiento y consumo 

de cada tipo de agua. Segundo, los resultados de 

las encuestas SISS no son vinculantes ni generan 

sanciones a las empresas mal evaluadas, y tam-

poco se obliga a mejorar el servicio entregado. 

Finalmente, las respuestas del cuestionario están 

pre-establecidas, limitando la posibilidad de in-

corporar elementos que puedan surgir de manera 

espontánea y que puedan mejorar la calidad del 

abastecimiento. 

La tercera expresión de la injusticia por fal-

ta de reconocimiento es la invisibilización de un 

malestar colectivo sobre la calidad del agua po-

table en Antofagasta, que genera desconfianza en 

su consumo y obliga a desarrollar prácticas dife-

renciadas a nivel doméstico fuertemente depen-

dientes a la capacidad adquisitiva de los hogares. 

Además, la mala percepción de la calidad del agua 

potable por el “fantasma del arsénico” no se logra 

superar con la puesta en marcha de la planta des-

alinizadora, ya que la población ha tenido malas 

experiencias anteriores que han marcado su con-

fianza y percepción de calidad del agua desalini-

zada. Así, el año 2011 ingresó una microalga a la 

planta desalinizadora que afectó el olor y el sabor 

del agua, provocando el corte del servicio para el 

60% de la ciudad (Emol, 03-03-2011). Finalmente, tal 

como se mencionó anteriormente, las encuestas y 

entrevistas revelan que el agua cordillerana es un 

poco mejor evaluada que el agua desalinizada y la 

mezclada, tanto en el servicio de abastecimiento, 

como de sus características organolépticas (vea 

Tabla 1).

Las encuestas muestran que al evaluar el ser-

vicio de agua potable, existe una insatisfacción 

generalizada del 73% de la población. Al comparar 

las evaluaciones de las características organolép-

ticas por zona hídrica, identificamos que la peor 

evaluación se alcanza en la zona de agua mez-

clada seguida por la zona de agua desalinizada y 

luego el sector de agua cordillerana (Figura 1). Esta 

diferencia de percepción de calidad entre zonas 

hídricas se puede explicar por la antigüedad y de-

terioro de las cañerías que distribuyen el agua en 

la zona hídrica de agua mezclada dado que son las 

más antiguas de la ciudad. Además, la mezcla de 

agua de diferentes fuentes, tiene implicancias en 

la calidad del agua y provoca cambios en el sabor, 

que tienen impactos adversos sobre la percepción 

en los consumidores, especialmente si la mezcla es 

intermitente y la proporción de mezcla es muy di-

námica (OMS, 2011).

Como consecuencia de la mala percepción 

generalizada en la ciudad, nuestros resultados 

muestran que el agua potable se consume sólo en 

3 de cada 10 hogares. Además, se identificó que la 

mayoría de quienes consumen agua de la llave, 

corresponden a las clases bajas con un 42%, le si-

gue la clase media en un 23% y finalmente la clase 

alta, en un 20%.  Esto se explica debido a que un 

82% de la población cree que consumir agua de la 

llave puede ocasionar efectos negativos indican-

do como principales motivos que “no les gusta su 

sabor” y porque cree que puede provocar “efectos 

negativos para la salud”, con un 78% y 60% de las 
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Aspecto evaluado (*)

Zona hídrica

CiudadAgua 
desalinizada

Agua 
mezclada

Agua 
cordillerana

Evaluación 
Servicio

Continuidad 5,1 5,3 5,5 5,2

Presión 4,4 4,9 5,1 4,8

Calidad 
general agua

3,4 3,4 3,6 3,5

Aspectos 
organolépticos

Sabor 2,7 2,6 2,9 2,8

Olor 3,9 3,7 4,2 3,9

Transparencia 4,3 4,1 4,5 4,2

Cantidad de 
sarro

3,7 3,3 3,4 3,5

Promedio 3,9 3,9 4,2 4,0

Fuente: Elaboración propia en base a encuestas realizadas en la ciudad de Antofagasta, entre julio 

y septiembre 2016. (*) La evaluación varía entre 1,0 (muy mala) a 7,0 (muy buena). 

Las notas por debajo de 4,0 (en rojo) se consideran significativamente deficitarias. 

Tabla 1. Evaluación del servicio de abastecimiento y características organolépticas del agua 

potable según zona hídrica en la ciudad de Antofagasta 

Figura 1. Distribución de evaluación del sabor y del contenido en sarro del agua potable distribuida 

en la ciudad de Antofagasta, según zona hídrica. 

Fuente: Elaboración propia.
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preferencias respectivamente. 

Esta desconfianza en el consumo obliga a que 

se desarrollen prácticas que mejoren la calidad 

del agua potable o bien, acceder a una fuente al-

ternativa de agua potable que sí cumpla con las 

necesidades de la población. Para el primer caso, 

el 49% de los hogares de la ciudad reconocen que 

hierven el agua antes de consumirla, a pesar de 

que este mecanismo no resuelva problemas de la 

inocuidad del agua potable. Este hábito es reali-

zado por el 51% de la población de grupos socioe-

conómicos bajos, en comparación al 41% de la 

clase alta. Por otro lado, en 9 de cada 10 hogares 

antofagastinos se utiliza agua embotellada para 

su consumo directo; 75% de estos hogares, señala 

que realiza esta práctica hace menos de 10 años, 

posiblemente dado por los hitos de la instalación 

y funcionamiento de la planta desalinizadora. Por 

grupo socio-económico, podemos mencionar que 

la correlación entre clase social y volumen de agua 

embotellada consumida es positiva, siendo 40, 53 

y 68 litros el consumo mensual promedio para las 

clase bajas (D y E), medias (C2 y C3) y alta (ABC1). 

Estas diferencias en el uso de agua potable a 

nivel doméstico, marcadas por el nivel socioeconó-

mico de los hogares, tampoco son reconocidas por 

Aguas Antofagasta y por la SISS. La falta de parti-

cipación de los clientes en las tomas de decisiones 

ambientales, y la homogeneización de la pobla-

ción ante el servicio de agua potable obscurece el 

hecho que características como nivel de ingresos, 

nivel educativo y normas culturales afectan la 

experiencia hídrica cotidiana, profundizando bre-

chas sociales pre-existentes.

realidades hídricas cotidianas que construye la 

introducción de esta nueva fuente de agua potable 

en Chile.

La investigación avanza los estudios de jus-

ticia hídrica en dos sentidos. En primer lugar, se 

demuestra la importancia de considerar la fuente 

del agua y la percepción de su calidad por parte de 

los usuarios en estos estudios. Mientras la dimen-

sión de distribución se ha tratado siempre desde 

una mirada cuantitativa, nuestro estudio demues-

tra que la calidad del agua es un atributo crucial 

que se debe considerar en los análisis de justicia 

hídrica, incluyendo el hogar como imprescindible 

escala de análisis. En segundo lugar, avanzamos 

la dimensión de reconocimiento, de las menos tra-

bajadas en la literatura de injusticia y sobre todo 

en ámbitos urbanos. Los resultados demuestran 

que no reconocer las distintas fuentes del agua 

distribuidas, las diferencias del nivel socioeconó-

mico (y por ende adquisitivo) de los hogares con-

sumidores, y las preferencias de los consumidores, 

resulta en injusticias intraurbanas que no son vi-

sibles en primera vista, y que van más allá de los 

indicadores establecidos de conexión a la red de 

abastecimiento de agua potable. Nuestros resul-

tados evidencian, adicionalmente, la importancia 

de entender los procesos regionales que definen 

las condiciones ambientales urbanas, incorporan-

do escalas de análisis más amplias; sobre todo en 

casos donde predominan actividades económicas 

extractivistas e intensivas en uso de agua, como es 

el caso de la Región minera de Antofagasta.

Con respecto a nuestro caso de estudio, se evi-

dencia que el problema de la mala percepción de 

calidad de agua potable persiste a pesar de que el 

agua distribuida cumpla con la norma nacional de 

calidad de agua potable (NCh409). Es evidente la 

injusticia hídrica para quienes consumen agua de 

mar, la que posee peor evaluación por quienes la 

utilizan, a la vez que no se reconocen las diferen-

ciadas prácticas de uso y consumo de agua entre 

hogares de distinto nivel socioeconómico. Todo lo 

anterior se origina y agudiza por un marco de par-

ticipación ciudadana deficiente en temáticas hí-

Conclusiones

En este artículo hemos analizado el uso del agua 

de mar desalinizada como fuente de consumo 

humano desde la justicia hídrica, tomando con 

caso de estudio a la ciudad abastecida por la mayor 

planta de América Latina, Antofagasta. Nuestros 

resultados contribuyen tanto en avanzar la teoría 

de justicia hídrica, como en la comprensión de las 
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dricas. En específico, la introducción de agua des-

alinizada en Antofagasta ha provocado injusticias 

hídricas en las 3 dimensiones de análisis. 

En la dimensión distributiva, se evidencia que 

existe una injusticia en una escala mayor que la 

urbana, que afecta al abastecimiento hídrico de 

la ciudad, ya que la posición dominante de la mi-

nería como principal consumidor regional de agua 

resulta en la privación de los habitantes urbanos 

costeros de consumir agua cordillerana que, pese 

a sus deficiencias, es la mejor evaluada. En las 

dimensiones de participación y reconocimiento, 

nuestros resultados permiten visibilizar los fac-

tores que explican la producción de injusticias 

hídricas. Primero, existe una disconformidad por 

la calidad del agua potable que ha persistido en 

el tiempo, a pesar de que la implementación de la 

planta desalinizadora prometía un mejoramiento 

de la calidad del agua. Segundo, la desconfianza 

que genera el consumo de agua potable obliga a 

la población a elaborar mecanismos diferencia-

dos según la percepción de la población y su nivel 

adquisitivo. Dada las brechas socioeconómicas 

existentes en la ciudad, estas diferencias resultan 

en una profundización de injusticias socioambien-

tales preexistentes. Como tercer elemento, según 

las proyecciones, el agua mejor considerada por la 

población, la cordillerana, será reemplazada 100% 

por el agua desalinizada, que es peor evaluada, 

perpetuando la mala calidad del agua potable. 

En este sentido, es esperable que las evaluaciones 

empeoren para toda la ciudad y que la población 

dependa fuertemente de su capacidad adquisitiva 

para poder enfrentar este empeoramiento (com-

pra de agua embotellada), profundizando des-

igualdades estructurales de la población. 

Para concluir, los esfuerzos institucionales no 

han logrado reconocer que la incorporación pau-

latina de agua desalinizada en el flujo de abaste-

cimiento urbano configura un complejo escena-

rio hídrico de limitada comprensión por parte las 

instituciones responsables (empresa sanitaria y 

SISS), lo que les impide velar por un abastecimien-

to de agua potable de buena calidad y aceptabi-

lidad por parte de la población. Estas evidencias 

demuestran que el uso del agua desalinizada del 

mar como fuente de agua potable para consumo 

humano se debe hacer de manera responsable, y 

definiendo nuevas normas de calidad específicas, 

expandiendo la NCH 409, siguiendo las indicacio-

nes de la OMS. 

Se hace urgente, finalmente, la importancia 

de seguir los estudios hídricos nacionales que se 

enfocan en el nivel doméstico, para revelar reali-

dades, desigualdades, e injusticias invisibles en 

análisis a escala urbana, y que avanzan los con-

ceptos de justicia hídrica y calidad de vida, más 

allá de la conexión  a la red de agua potable. ¶
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